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SALUD / OSTEOMIELITIS / TRATAMIENTO INTEGRAL / ENTREGA MEDICAMENTOS / ACCEDE / CONFIRMA - Impugnó el director del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”, quien indicó que dicha autoridad es una IPS y la carga para la entrega de los medicamentos recae en la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional.
(…)
Así que, como en primera instancia la orden impartida estuvo acorde con la jurisprudencia transcrita, será confirmada, lo que incluye la orden para que al accionante se le conceda tratamiento integral, para el tratamiento de la patología denominada “osteomelitis subaguda”, porque dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, se ha depurado que hay una obligación directa de las empresas afiliadoras de darle continuidad a los tratamientos que ya se han iniciado bajo su resorte, con el fin de no constreñir a los usuarios a iniciar un nuevo trámite ante otras entidades que lo conformen, pues ello debilita, en forma considerable, el derecho fundamental en ciernes, que se relaciona directamente con el derecho a la vida; máxime cuando según se desprende de la foliatura y de la constancia visible a folio 4 de este cuaderno el medicamento deprecado hace parte del tratamiento postquirúrgico realizado al señor Guevara Ríos el 6 de marzo de 2018.

Adicionalmente, la misma Ley 1751, viene estructurada sobre el concepto de integralidad, que incluye promoción, prevención, paliación, atención de enfermedades y rehabilitación de sus secuelas (art. 15), e incluso ya no contempla, salvo algunas exclusiones ajenas al caso de ahora, distinciones en la atención debida a los usuarios dentro de algún plan obligatorio de salud.
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Acta No. 182 de mayo 28 de 2018




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”, frente a la sentencia dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local el pasado 12 de abril, en esta acción de tutela que Uberney Guevara Ríos, promovió en contra de la Dirección de Sanidad Militar del Ejército Nacional. 




ANTECEDENTES

  



Uberney Guevara Ríos, reclamó la protección de los derechos fundamentales la vida, salud y dignidad humana, de los que este es titular y estimó vulnerado por la entidad contra la que accionó. 

  



Expuso que el 6 de marzo de 2018, se le realizó un procedimiento quirúrgico, por lo que requiere un tratamiento con antibióticos que no han sido entregados por la demandada.




Solicitó, en consecuencia, que se ordene “entregar de forma integral los tratamientos requeridos” (f.2, c.1).



 
Con la demanda, entre otros documentos se aportó copia de la historia clínica y de las órdenes médicas sobre tales fármacos, específicamente sobre el denominado “CEFUROXIMA  500MG” (f. 3 y 4, c.1)
.  






 
  
El Juzgado, le dio impulso a la acción y vinculó al Director de Sanidad del Ejército Nacional. 
 


Se pronunció el director del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo” e indicó que en la farmacia está disponible el medicamento deprecado en la acción; por ello solicitó desestimar las pretensiones.


 
 
Sobrevino el fallo de primer grado en el que el juzgado halló conculcados los derechos fundamentales invocados debido a la omisión de las entidades encartadas en dispensar la medicina recetada. 
  



Impugnó el director del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla San Mateo”, quien indicó que dicha autoridad es una IPS y la carga para la entrega de los medicamentos recae en la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional. 
  



CONSIDERACIONES

 



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



Bajo ese entendido, Uberney Guevara Ríos, invocó el amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que consideró conculcados por la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional, al no dispensarle los tratamientos médicos requeridos para su patología “osteomielitis subaguda”. 
   



Se sabe que el derecho a la salud es fundamental, según lo viene precisando de antaño la máxima corporación constitucional
, y así lo reconoce ahora el artículo 2° de la Ley 1751 de 2015; 
además de no estar en entredicho la necesidad y urgencia del medicamento que reclama el actor, máxime cuando ello ni siquiera fue controvertido por la entidad encartada. Al contrario, la defensa se dirigió a exponer la materialización del servicio solicitado (f. 14, c.1). 

  



Sin embargo, ello se desmorona al pasar por las constancias visibles a folios 29 del cuaderno principal y 4 de este; adicionalmente el escrito que causó la alzada, solo pretende reenviar la orden impartida, en tanto se considera que la carga para abastecer lo requerido por el actor está en cabeza de Sanidad Militar del Ejército Nacional y no en la del Dispensario Médico 3029. 




Pues bien, en lo que puntualmente alega la impugnante, debe recordarse que el servicio que las entidades integrantes del Sistema General de Seguridad Social en Salud deben prestar ha de ser conjunto. Recientemente, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia trazó los lineamientos para impartir una orden cuando las involucradas en la parte pasiva son entidades vinculadas al Ejército Nacional de Colombia
.

  



No obstante, ante la alegación expuesta por la Directora del Dispensario Médico accionado, con el fin de persuadir sobre la imposibilidad de asumir los costos de traslado del niño y su progenitora, habida cuenta que tal situación no se encuentra consagrada dentro de sus funciones y no tiene presupuesto para costearlos, se dispondrá que la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional en coordinación con la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería n° 8 “Batalla San Mateo” de Pereira, en lo que a cada una le compete, en correspondencia con el principio de colaboración armónica, entre las diferentes entidades del Estado, autoricen y suministren los gastos de los traslados terrestres del niño K.A.L.O., y su progenitora, al Centro Médico APAES, al Hospital Infantil de Manizales y a los establecimientos médicos que queden fuera del perímetro urbano de Pereira, a fin de asistir a las terapias y valoraciones médicas ordenadas por los galenos tratantes, acorde con lo establecido en la circular n° 1 y el boletín n° 001 de  2016, que fijó las directrices para el pago de las expensas ordenadas en fallos de tutela”





Así que, como en primera instancia la orden impartida estuvo acorde con la jurisprudencia transcrita, será confirmada, lo que incluye la orden para que al accionante se le conceda tratamiento integral, para el tratamiento de la patología denominada “osteomelitis subaguda”, porque dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, se ha depurado que hay una obligación directa de las empresas afiliadoras de darle continuidad a los tratamientos que ya se han iniciado bajo su resorte, con el fin de no constreñir a los usuarios a iniciar un nuevo trámite ante otras entidades que lo conformen, pues ello debilita, en forma considerable, el derecho fundamental en ciernes, que se relaciona directamente con el derecho a la vida; máxime cuando según se desprende de la foliatura y de la constancia visible a folio 4 de este cuaderno el medicamento deprecado hace parte del tratamiento postquirúrgico realizado al señor Guevara Ríos el 6 de marzo de 2018.
 



Adicionalmente, la misma Ley 1751, viene estructurada sobre el concepto de integralidad, que incluye promoción, prevención, paliación, atención de enfermedades y rehabilitación de sus secuelas (art. 15), e incluso ya no contempla, salvo algunas exclusiones ajenas al caso de ahora, distinciones en la atención debida a los usuarios dentro de algún plan obligatorio de salud. 
Sobre ese principio, del que la jurisprudencia habla de tiempo atrás
, y la necesidad de disponer el tratamiento integral, recientemente se recordó
: 

Principio de integralidad predicable del derecho a la salud. Casos en los que procede la orden de tratamiento integral

6.1. Con relación al principio de integralidad en materia de salud, esta Corporación ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas afectadas por diversas dolencias o enfermedades
.

Así las cosas, esta segunda perspectiva del principio de integralidad constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud pues les obliga a prestarlo de manera eficiente, lo cual incluye la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, terapias, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera y que sean considerados como necesarios por su médico tratante.

Luego, es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en cuenta que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos:

(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable.

6.2. Con todo, se torna preciso aclarar que este Tribunal ha identificado una serie de casos en los que se hace necesario otorgar una atención integral al paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren dentro de la cobertura del PBS-, cuales son aquellos en los que están involucrados sujetos de especial protección constitucional, vale decir, los que guardan relación con, entre otros, menores de edad, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas. 

Finalmente, debe destacarse que la protección deprecada ha ampliado su cobertura, en tanto que en la actualidad también se ha reconocido la existencia de otros casos excepcionales en los cuales cuando las personas exhiben condiciones de salud extremamente precarias e indignas, le es permitido al juez de tutela otorgar el reconocimiento de las prestaciones requeridas para garantizar su atención integral, con el fin de superar las situaciones límites que los agobian
.

En efecto, en el artículo 10º de la Ley 1751 de 2015, Estatutaria de Salud, se definen los derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del servicio de salud. Específicamente, su literal q establece que las personas tienen el derecho  a “agotar las posibilidades de tratamiento para la superación de su enfermedad”. Al respecto, en el control previo de constitucionalidad al proyecto de ley estatutaria
, esta Corporación reiteró que la efectividad del servicio, tecnología, suministro etc., depende del paciente y su entorno; encontrando exequible, la inclusión del principio de integralidad (artículo 8º) en la referida ley estatutaria, al resultar importante para la realización efectiva del derecho al servicio a la salud, consagrado en los artículos 2 y 49 de la Carta.

   



Por lo expuesto, sin que sean necesarias adicionales elucubraciones, como se anticipó, se confirmará la sentencia impugnada.
 



DECISIÓN

  



Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local el pasado 12 de abril, en esta acción de tutela que Uberney Guevara Ríos promovió en contra de la Dirección de Sanidad Militar del Ejército Nacional a la que fue vinculado el Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”.





Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS       

    DUBERNEY GRISALES HERRERA
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